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Resumen 

Esta minuta acompaña la delegación parlamentaria chilena a la reunión de Parlatino, 

específicamente para el encuentro de la Comisión de Energía y Minas, y describe los 

esfuerzos por alinear legislaciones nacionales a los compromisos internacionales sobre 

calentamiento global. 
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Compromisos internacionales en la lucha contra el cambio 

climático: Antecedentes 

El cambio climático ha dejado de ser una amenaza abstracta y futura para 

convertirse en una realidad concreta que impacta directamente la vida de las 

personas, los ecosistemas, las economías y las democracias. Inundaciones, 

sequías prolongadas, incendios forestales, huracanes intensificados, pérdida de 

biodiversidad y migraciones forzadas son apenas algunas de las manifestaciones 

visibles de una crisis que se expande, se intensifica y se entrecruza con otras 

vulnerabilidades estructurales. América Latina y el Caribe, pese a ser responsables 

de una fracción menor de las emisiones globales de gases de efecto invernadero 

(GEI), se encuentran entre las regiones más afectadas por sus consecuencias, 

dada su alta exposición geográfica, su matriz productiva extractiva, su desigualdad 

social y su limitada resiliencia institucional. 

En este contexto, las respuestas al cambio climático no pueden ser exclusivamente 

nacionales, ni tampoco sólo de índole global. La naturaleza del problema —glocal, 

como se le ha denominado en diversos foros académicos y multilaterales— exige 

soluciones que combinen la acción local con la cooperación internacional. El 

concepto de “glocalidad” hace referencia precisamente a esta tensión estructural: 

el cambio climático se produce por la suma de acciones locales —uso de suelo, 

consumo energético, transporte, producción agropecuaria, prácticas industriales— 

pero sus efectos se propagan globalmente, afectando incluso a quienes no 

contribuyeron de forma directa a su generación. Esta característica no solo justifica 

la cooperación multilateral, sino que también obliga a que los marcos normativos 

internos se alineen con los compromisos internacionales adoptados por los 

Estados. 

Esa alineación es mucho más que una declaración de buena voluntad: constituye 

un imperativo ético, político y jurídico. Desde la adopción de la Convención Marco 

de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC) en 1992, y 

especialmente tras el Acuerdo de París de 2015, los Estados han asumido 

obligaciones crecientes de mitigación, adaptación, financiamiento, transferencia 

tecnológica y desarrollo de capacidades. Estas obligaciones, aunque formalmente 
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adoptadas en el plano internacional, requieren ser operativizadas a través de leyes 

nacionales, planes sectoriales, presupuestos públicos, regulaciones ambientales y 

mecanismos de rendición de cuentas. En otras palabras, los tratados climáticos no 

tienen dientes si no se traducen en legislación nacional efectiva. 

El Acuerdo de París de la COP21 el año 2015, por ejemplo, establece que cada país 

debe elaborar, comunicar y mantener Contribuciones Nacionalmente Determinadas 

(NDCs), las cuales reflejan los esfuerzos de cada Estado para alcanzar los objetivos 

colectivos de limitar el aumento de la temperatura media global por debajo de los 

2 °C —y preferiblemente de 1,5 °C— respecto de los niveles preindustriales. Sin 

embargo, estas NDCs no son vinculantes per se, a menos que los Estados las 

incorporen en sus legislaciones internas, como ocurre en el caso de Chile o 

Colombia. Esta situación ha llevado a una notable asimetría entre el plano 

internacional (donde existen compromisos claros y periódicos) y el plano nacional 

(donde muchas veces no hay leyes, mecanismos ni presupuestos que respalden 

esos compromisos). 

Esa brecha entre lo internacional y lo nacional ha sido objeto de crítica y 

preocupación en la comunidad internacional, especialmente cuando se constata 

que las NDCs actuales, incluso si se implementaran en su totalidad, conducirían a 

un aumento de temperatura de entre 2,4 °C y 2,8 °C para fines de siglo, según el 

último informe del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente 

(PNUMA). Es decir, no basta con comprometerse: hay que legislar, ejecutar, 

fiscalizar y ajustar. Y todo ello ocurre en el plano nacional. 

Desde esta perspectiva, alinear las legislaciones nacionales con los compromisos 

internacionales no es un acto de subordinación, sino de coherencia estratégica. 

Esta alineación permite, entre otras cosas, dotar de seguridad jurídica a las 

inversiones verdes, garantizar los derechos de las comunidades vulnerables, 

integrar el cambio climático en la planificación territorial y económica, fortalecer 

las capacidades institucionales y, sobre todo, reducir la exposición y aumentar la 

resiliencia frente a eventos climáticos extremos que ya están ocurriendo. 

Adicionalmente, una cuestión que no debe olvidarse es que la legislación nacional 

es el vehículo principal para garantizar que los principios rectores del régimen 
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internacional climático se materialicen. Principios como el de responsabilidades 

comunes pero diferenciadas, el enfoque precautorio, la equidad intergeneracional 

y la justicia climática solo pueden convertirse en realidad cuando se incorporan en 

constituciones, leyes generales del ambiente, códigos sectoriales, presupuestos 

públicos y procedimientos administrativos. En este sentido, los parlamentos 

nacionales —y en particular las comisiones legislativas especializadas— juegan un 

rol clave, tanto en la aprobación de marcos legales como en la fiscalización de su 

cumplimiento. 

La robusta arquitectura jurídica internacional sobre cambio climático refuerza aún 

más esta necesidad. Además de la CMNUCC y el Acuerdo de París, existe una serie 

de instrumentos multilaterales, regionales y subregionales que establecen 

obligaciones, principios y estándares relacionados con la acción climática. Entre 

ellos, cabe destacar el Convenio sobre la Diversidad Biológica, la Convención de 

Lucha contra la Desertificación, el Convenio de Minamata sobre el Mercurio, el 

Convenio de Basilea, los Objetivos de Desarrollo Sostenible (especialmente el ODS 

13) y, en el plano regional, el Acuerdo de Escazú sobre acceso a la información, 

participación pública y justicia ambiental1. 

La realidad en los países del PARLATINO 

En América Latina y el Caribe, esta alineación legislativa reviste una importancia 

adicional por la fragilidad de muchas de las instituciones ambientales, la alta 

dependencia de sectores extractivos, y la vulnerabilidad social y territorial de sus 

poblaciones. Las brechas de capacidad entre los países, las presiones de intereses 

económicos tradicionales y la inestabilidad política son factores que dificultan la 

implementación efectiva de los compromisos climáticos. Sin embargo, estas 

mismas condiciones hacen aún más urgente contar con marcos normativos sólidos, 

estables y adaptables que garanticen la sostenibilidad de las políticas climáticas 

más allá de los ciclos electorales. 

Un ejemplo paradigmático es el de las transiciones energéticas justas. Mientras 

                                           
1 La Biblioteca del Congreso Nacional desarrolló una infografía que contiene los principales puntos de 

este acuerdo. Es posible acceder a esta en 
https://www.bcn.cl/obtienearchivo?id=documentos/10221.1/93333/1/InfografiaEscazu.pdf. 
Fecha de consulta: 02-06-2025. 
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que el régimen internacional promueve una descarbonización progresiva y 

equitativa, muchos países de la región siguen subvencionando combustibles 

fósiles, carecen de planes de transición laboral para trabajadores del carbón o del 

gas, y no han definido metas claras de electrificación sostenible. En ausencia de 

legislación nacional que armonice los objetivos climáticos con las políticas 

económicas, estos países corren el riesgo de incurrir en incumplimientos 

internacionales, de desaprovechar oportunidades de financiamiento verde y de 

generar tensiones sociales que pueden deslegitimar la acción climática. 

Asimismo, las políticas de adaptación —más aún que las de mitigación— requieren 

marcos normativos fuertes. Sin legislación sobre ordenamiento territorial, gestión 

del agua, protección de ecosistemas y reducción de riesgos de desastres, la 

adaptación se vuelve improvisada, reactiva y excluyente. Por ello, integrar el 

enfoque climático en las leyes sectoriales (como agricultura, infraestructura, salud, 

vivienda) no es solo deseable: es esencial para la coherencia y eficacia de la 

respuesta nacional. 

Desde el punto de vista del financiamiento climático en Latinoamérica, la 

alineación legislativa también juega un rol determinante. Muchas fuentes de 

financiamiento internacional, como el Fondo Verde para el Clima, el Fondo de 

Adaptación o los mecanismos del Banco Mundial y del BID, requieren que los países 

beneficiarios cuenten con marcos normativos claros, estrategias nacionales bien 

definidas y diseños institucionales que aseguren la transparencia, la rendición de 

cuentas y la participación ciudadana. Por tanto, contar con una legislación robusta 

no solo facilita el acceso a recursos, sino que también mejora la eficiencia y el 

impacto de su uso. 

Esto nos lleva al plano internacional; simplemente, no se puede ignorar el papel 

de la Diplomacia Parlamentaria como disciplina, y de las alianzas regionales y 

subregionales, como el Parlamento Latinoamericano y Caribeño –Parlatino-. Estas 

instancias son clave para promover la convergencia legislativa, el intercambio de 

buenas prácticas, la armonización de estándares y la construcción de capacidades. 

Una acción parlamentaria coordinada entre países miembros permite escalar 

soluciones, anticipar impactos transfronterizos, negociar con mayor peso en foros 

internacionales y fortalecer la voz de América Latina y el Caribe en la agenda 
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climática global. 

América Latina y el Caribe, regiones ricas en biodiversidad y recursos naturales, 

enfrentan impactos significativos debido al cambio climático, incluyendo eventos 

climáticos extremos, pérdida de biodiversidad y amenazas a la seguridad 

alimentaria e hídrica. Indudablemente, uno de los principales retos en los países 

del Parlatino ha sido la falta de coherencia entre los compromisos internacionales 

adquiridos especialmente a través de las NDCs, y las leyes y políticas sectoriales 

vigentes. En muchos casos, las normativas sobre energía, minería, transporte o 

agricultura se encuentran desalineadas con las metas de reducción de emisiones 

y adaptación, y tienen más que ver con cuestiones como el financiamiento de la 

política en esos países. 

Además de normas coherentes, se necesita una arquitectura institucional capaz de 

implementar, monitorear y corregir las acciones climáticas. Esto implica no solo 

tener ministerios ambientales robustos, sino también organismos transversales 

que coordinen las políticas entre sectores y niveles de gobierno. 

Colombia, por ejemplo (caso analizado más adelante), ha creado un Sistema 

Nacional de Cambio Climático con comités intersectoriales, instrumentos de 

información y presupuestos climáticos. El país también cuenta con una Ley de 

Acción Climática (2021) que establece metas por sectores y promueve la 

integración territorial. Este tipo de gobernanza multinivel permite enfrentar la 

complejidad del fenómeno climático con soluciones adaptadas a cada realidad 

local. 

Muchos de los países Latinoamericanos y caribeños necesitan fortalecer sus 

capacidades técnicas y presupuestarias, crear mecanismos de rendición de 

cuentas —como informes nacionales de cumplimiento y auditorías climáticas—, y 

establecer órganos técnicos independientes que asesoren al poder legislativo. La 

gobernanza climática debe ir más allá del Poder Ejecutivo y contar con 

participación activa del Parlamento, los gobiernos locales y la sociedad civil 
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organizada. 

Chile: Avances Legislativos y Estrategias Climáticas 

Nuestro país se ha consolidado como uno de los referentes regionales en materia 

de políticas climáticas. El 13 de junio de 2022 se publicó la Ley Nº 21.455 o Ley 

Marco de Cambio Climático, tras un extenso proceso participativo que incluyó una 

consulta pública nacional. Esta ley establece el marco jurídico para enfrentar la 

crisis climática desde una doble perspectiva: mitigación de gases de efecto 

invernadero (GEI) y adaptación a sus impactos. Entre sus compromisos 

ambientalmente más relevantes se encuentran: 

 Metas de Reducción de Emisiones: Chile se comprometió a reducir en un 

30% sus emisiones de GEI para el año 2030, tomando como línea base los 

niveles registrados en 2007. 

 Desarrollo de Energías Limpias: El país ha apostado por una transformación 

profunda de su matriz energética, con el objetivo de que para 2050, el 70% 

de la generación eléctrica provenga de fuentes renovables. 

 Preparación ante Eventos Climáticos: La Estrategia Nacional de Cambio 

Climático y Recursos Vegetacionales busca fortalecer la capacidad de 

respuesta ante desastres naturales, especialmente en comunidades 

vulnerables. 

Además del marco legal dedicado específicamente al cambio climático, Chile ha 

reforzado su legislación ambiental mediante políticas energéticas de transición. 

Uno de los pilares ha sido el incentivo a la inversión en tecnologías limpias, como 

la energía solar y eólica. Para 2021, un 46% de la electricidad del país ya provenía 

de fuentes renovables, y se mantiene el compromiso de cerrar todas las centrales 

termoeléctricas a carbón antes del año 2040. 

En el ámbito de la conservación, destaca la creación del Servicio de Biodiversidad 

y Áreas Protegidas, mediante la Ley Nº 21.600, promulgada en diciembre de 2023. 

Esta normativa establece un sistema de protección ambiental que cubre más del 

20% del territorio nacional e incorpora ecosistemas críticos como glaciares, zonas 
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costeras y humedales. Estas áreas protegidas desempeñan un papel crucial como 

sumideros de carbono y barreras naturales ante los efectos del cambio climático. 

Junto con estos avances, nuestro país enfrenta desafíos importantes. La ejecución 

de las políticas requiere financiamiento suficiente y una coordinación efectiva con 

los distintos niveles de gobierno. Además, persisten tensiones con sectores que 

dependen de fuentes fósiles y con territorios donde se desarrollan actividades 

extractivas. En este escenario, la participación activa de la sociedad civil, los 

pueblos originarios y las comunidades locales es esencial para asegurar que las 

medidas climáticas sean socialmente justas, culturalmente pertinentes y 

ambientalmente eficaces. 

El caso colombiano 

Colombia ha experimentado una evolución significativa en su marco normativo 

ambiental y climático durante los últimos años, particularmente desde la 

promulgación de la Ley 2169 de 2021, conocida como Ley de Acción Climática. 

Esta norma establece las bases para alcanzar la carbono-neutralidad en 2050 y 

refuerza la arquitectura legal del país frente al cambio climático, marcando un 

antes y un después en la forma en que Colombia integra sus compromisos 

internacionales en su legislación nacional. 

La Ley 2169 estructura un sistema normativo en torno a cuatro pilares: mitigación, 

adaptación, resiliencia climática y desarrollo bajo en carbono. A diferencia de su 

predecesora, la Ley 1931 de 2018, esta legislación consolida objetivos 

cuantificables y crea herramientas vinculantes para su cumplimiento, incluyendo 

metas intermedias (2030 y 2040), así como indicadores y mecanismos de 

evaluación. Uno de sus elementos clave es la obligación de desarrollar Planes 

Integrales de Gestión del Cambio Climático (PIGCC) por parte de los sectores 

económicos y los entes territoriales. 

Una de las fortalezas más notorias del enfoque colombiano es su carácter territorial 

y multisectorial. La ley exige que todos los departamentos y municipios integren 

la variable climática en sus planes de desarrollo, ordenamiento territorial y 

planificación presupuestaria. Además, obliga a los sectores productivos a 
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establecer hojas de ruta específicas que incorporen la acción climática en su 

actividad regular. Esta estructura busca asegurar que las políticas nacionales 

lleguen efectivamente a los niveles locales y que el desarrollo económico esté 

alineado con los objetivos climáticos. 

Colombia también ha hecho avances relevantes en gobernanza. En 2022 se creó 

la Comisión Intersectorial del Gabinete Presidencial para la Acción Climática, 

establecida mediante el Decreto 172. Este organismo coordina a las entidades del 

Ejecutivo para dar seguimiento a los compromisos climáticos, incluidos los 

derivados del Acuerdo de París. Esta Comisión refuerza la transversalidad del tema 

climático en la agenda del gobierno nacional, al tiempo que facilita el reporte, la 

evaluación y la actualización periódica de la Contribución Determinada a Nivel 

Nacional (NDC). 

En términos de planificación estratégica, el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026, 

aprobado mediante la Ley 2294 de 2023, incorpora el cambio climático como una 

de las transformaciones estructurales del país. En él se priorizan ejes como la 

transición energética justa, la gestión integrada del agua y la restauración 

ecológica de ecosistemas estratégicos como los páramos y las cuencas hídricas. 

Colombia también ha buscado alinear su legislación con el marco de derechos 

humanos y equidad social. La ley de Acción Climática incorpora el principio de 

justicia ambiental, reconoce la participación de comunidades étnicas y rurales, y 

promueve la equidad de género en los procesos de toma de decisión. Esto se 

articula con la implementación del Acuerdo de Escazú, ratificado por Colombia en 

2022, que obliga al Estado a garantizar el acceso a información, participación 

pública y justicia en asuntos ambientales. 

En el plano internacional, Colombia ha mantenido una postura proactiva, 

aumentando la ambición de sus NDCs y comprometiéndose a reducir un 51% sus 

emisiones para 2030 respecto a la línea base. También ha desarrollado 

mecanismos de financiamiento climático y cooperación internacional, incluyendo 

alianzas con el Fondo Verde del Clima y la banca multilateral.  


